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Resumen 

 

Alrededor sobre la pérdida de la capacidad 

laboral u ocupacional, es correlativo el 

concepto del resultado de la disminución 

que sufre un trabajador para desempeñar 

ciertas labores, donde sus habilidades o 

destrezas, frente a determinadas actividades 

se ven comprometidas, producto de una 

enfermedad o un accidente sin importar su 

origen. El presente trabajo tiene gran 

impacto socio-económico, debido a las 

consecuencias adversar que ello conlleva en 

la población trabajadora. Por consiguiente, 

el propósito principal de este trabajo es el de 

analizar el procedim iento establecido en la 

legislación nacional para la calificación de 

la perdida de la capacidad laboral u 

ocupacional, tanto en vía administrativa 

como ante la jurisdicción laboral, de 

acuerdo al artículo 142 del decreto 019 del 

2012 y la jurisprudencia de Corte 

Constitucional y la Corte Suprema de 

Justica Sala Laboral. En tal sentido, la 

primera parte se tratará de la evolución 

normativa del procedimiento de calificación 

de la pérdida de capacidad laboral. En la 

segunda parte se establecerá el 

procedimiento que se debe adelantar 

actualmente para la calificación de pérdida 

de capacidad laboral u ocupacional en 

Colombia. A modo de conclusión se puede 

definir, que el Sistema Integral de Seguridad 

Social en Colombia, goza de una gran 

complejidad, lo cual conlleva a que 

actualmente, exista un gran 

desconocimiento en cuanto a la normativa 

aplicable, generando ello gran confusión 

entre los usuarios del sistema, esto en gran 

medida a la desarticulación normativa 

existente, provocando ello que los 

diferentes actores que participan en el 

proceso de calificación de origen y pérdida 

Abstract 

 

Around the loss of work or occupational 

capacity, the concept of the result of the 

decrease suffered by a worker to perform 

certain tasks, where their abilities or skills, 

in the face of certain activities are 

compromised, as a result of an illness or an 

accident, is correlative. regardless of its 

origin. The present work has a great socio-

economic impact, due to the adverse 

consequences that this entails in the 

working population. Therefore, the main 

purpose of this work is to analyze the 

procedure established in the national 

legislation for the qualification of the loss 

of work or occupational capacity, both 

administratively and before the labor 

jurisdiction, according to article 142 of the 

decree 019 of 2012 and the jurisprudence 

of the Constitutional Court and the 

Supreme Court of Justice Labor Chamber. 

In this sense, the first part will deal with 

the normative evolution of the qualification 

procedure of the loss of work capacity. In 

the second part, the procedure that must be 

carried out currently for the qualification of 

loss of work or occupational capacity in 

Colombia will be established. In 

conclusion, it can be defined that the 

Comprehensive Social Security System in 

Colombia is highly complex, which means 

that there is currently a great lack of 

knowledge regarding the applicable 

regulations, generating great confusion 

among users of the system. system, this to 

a great extent to the existing normative 

disarticulation, causing that the different 

actors that participate in the process of 

qualification of origin and loss of the labor 

or occupational capacity, do not have a 

completely clear and defined route, to carry 

out efficiently the qualification process; 
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de la capacidad laboral u ocupacional, no 

cuenten con una ruta completamente clara y 

definida, para llevar acabo de forma 

eficiente el proceso de calificación; lo cual 

genera incertidumbre tanto  en los afiliados 

como en las entidades calificadoras. 

 

Palabras Clave: Invalidez; incapacidad 

permanente parcial; deficiencia; fecha de 

estructuración.  

which generates uncertainty both in the 

affiliates and in the rating entities. 

 

Key Words: Disability; disability partial 

permanent; deficiency; date of structuring. 
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INTRODUCCIÓN  

 

La pérdida de la capacidad laboral u ocupacional, surge como resultado de la 

disminución que sufre un trabajador para desempeñar ciertas labores, donde sus habilidades  

o destrezas, frente a determinadas actividades se ven comprometidas, producto de una 

enfermedad o un accidente sin importar su origen; generando ello, un gran impacto socio-

económico, debido a las consecuencias adversar que ello conlleva en la población 

trabajadora; principalmente por  la posibilidad de  quedarse sin los medios necesarios para 

cubrir sus  necesidades básicas.  

Es así, como la legislación nacional en previsión de lo anterior, ha fijado la obligación 

de establecer seguros, que se encarguen de cubrir aquellas contingencias, con el objetivo  de 

crear un piso mínimo de protección que permita a las personas que se vean afectadas, tener 

un medio de sustento que les garantice satisfacer sus necesidades más básicas, y de esta forma 

no ver comprometidos derechos fundamentales, tales como el mínimo vital, la seguridad 

social y la vida digna. 

De tal forma, se han establecido diversas reglamentaciones, contenidas en leyes,  

decretos y acuerdos, que  han definido requisitos y mecanismos para determinar; quiénes 

tienen  derecho a hacer uso de ellas, cuáles serían sus prestaciones asistenciales, económicas 

que podrían percibir, y los procedimientos que  han de seguir los afiliados al Sistema Integral 

de Seguridad Social, en el evento de sufrir algún tipo de contingencia  que pueda conllevar a 

una  disminución en su capacidad laboral ya sea de forma temporal o permanente.  

Es así, como el Sistema General de Seguridad Social y Salud en Colombia, ha previsto 

ciertas situaciones en las cuales un trabajador activo, por circunstancias asociadas a un 

accidente de trabajo, una enfermedad laboral o de origen común, puede caer en un estado de 

invalidez de forma parcial o total, de carácter temporal o permanente ; generando a partir de 

allí responsabilidad contractual sobre las entidades encargadas de asegurar este tipo de 

riesgos.  (Piñeros, 2016).  
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De tal forma el artículo 142 del decreto 019 del 2012, que modificó el artículo 41 de 

la ley 100 de 1993 y que a su vez había sido modificado a rtículo 52 de la Ley 962 de 2005, 

estableció el procedimiento que se ha de seguir al momento de solicitar que se determine la 

perdida de la capacidad laboral u ocupacional, lo cual en teoría resulta ser muy sencillo, pero 

sobre el que existe un gran desconocim iento por parte de los usuarios del sistema , debido  a  

la abundante normatividad existente sobre el tema y a la  gran desarticulación de la misma; 

conllevando a un proceso dispendioso y excesivamente largo en muchas ocasiones, 

repercutiendo directamente en la afectación a derechos fundamentales, de aquellas persona 

que se deben enfrentar a tal procedimiento.  

De acuerdo a lo anterior, el presente artículo tiene como objetivo principal realizar un 

breve análisis, sobre el procedimiento que actualmente se ha de seguir para la calificación de 

la pérdida de la capacidad laboral u ocupacional; para lo cual, se abordara en un primer 

momento y de forma sucinta, el desarrollo histórico y normativo en la legislación 

colombiana, seguido por un análisis detallado del procedimiento  y las normas que lo rigen 

actualmente; recurriendo a diferentes pronunciamientos de la Corte Constitucional y la Corte  

Suprema de Justicia.  

La calificación del estado de invalidez por la pérdida de capacidad laboral se puede 

definir como un procedimiento pericial en salud, técnico  y científico, donde se examinan 

aspectos tales como la fecha de estructuración, el origen de las afectaciones y el porcentaje  

de la perdida de la capacidad laboral  ya sea  de forma temporal o permanente ; siendo 

procedente cuando el trabajador que se encuentra afiliado al  Sistema General en Seguridad 

Social, sufre una enfermedad o un accidente que puedan afectar su capacidad laboral u 

ocupacional.  

Es así, como el Sistema General en Seguridad Social, ha creado diferente s 

mecanismos de protección, por medio de los que se pretende amparar y hacer frente a todas 

aquellas contingencias que se originen durante el desarrollo de la vida laboral y que conlleven 

a una pérdida de capacidad laboral u ocupacional en trabajadores, con la finalidad de no 

dejarlos desprotegidos, frente a cualquier contingencia que se pudiera llegar a presentar.  
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De tal forma, como entre los  mecanismos que se han creado, se encuentra la 

protección a la perdida de la capacidad laboral u ocupacional por estado de invalidez, cuando 

ella ha sido producto de una enfermedad de origen común o laboral, o de un accidente de 

trabajo; teniendo cada una de ellas que surtir un trámite administrativo o judicial para su 

reconocimiento dependiendo donde tenga su origen,  repercutiendo   principalmente, frente 

a la entidad que debe responder por esta contingencia y el monto indemnizable.  

Ahora bien, actualmente se puede identificar que se existe un gran desconocim iento 

sobre los tramites y las formalidades que  debe seguir el trabajador al momento re alizar la 

solicitud de calificación de la perdida de la capacidad laboral; procedimiento que actualmente 

se encuentra establecido de una forma muy básica en el artículo 142 del decreto 019 del 2012 

el cual modifico el artículo 41 de la ley 100 de  1993 y que a su vez había sido modificado 

por el artículo 52 de la ley 962 de 2005 ; pero no siendo la única reglamentación existente en 

cuanto al tema, ya que parte de esta regulación se adiciono en un inciso mediante el artículo 

18 de la ley 1562 del 2012, también parte de este proceso lo encontramos  en el decreto único 

reglamentario  1072  del 2015, Titulo 5 Juntas de Calificación de Invalidez, Capitulo 1 a 

partir del Articulo 2.2.5.1.1 se establece el procedimiento a seguir ante las  respectivas Juntas 

de Calificación del Estado de Invalidez. 

De acuerdo a lo anterior, en el presente trabajo  se realiza un análisis de la de las  

diferentes normatividades que rigen el procedimiento en mención, estableciendo de la forma 

más sencilla los  diferentes  pasos que se deben surtir ante las entidades administrativas  y 

ante las autoridades judiciales, cuando se es necesario; lo  cual se confrontara  con algunos 

pronunciamientos de la Corte Constitucional y la Corte Suprema de Justicia Sala Laboral; 

pretendiendo con ello  brindar una orientación a los afiliados al Sistema de Seguridad Social, 

al momento de realizar el respectivo procedimiento, sin  que deban recurrir a expertos en el 

tema. 

Por consiguiente, el propósito principal de este trabajo es el de a nalizar el 

procedimiento establecido en la legislación nacional para la calificación de la perdida de la 

capacidad laboral u ocupacional, tanto en vía administrativa como ante la jurisdicción 

laboral, de acuerdo al artículo 142 del decreto 019 del 2012 y la jurisprudencia de  Corte 
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Constitucional y la Corte Suprema de Justica Sala Laboral. En tal sentido, la primera parte 

se tratará de la evolución normativa del procedimiento de calificación de la pérdida de  

capacidad laboral. En la segunda parte se establecerá el procedimiento que se debe adelantar 

actualmente para la calificación de pérdida de capacidad laboral u ocupacional en Colombia.  

Estado del arte  

Actualmente en la literatura Jurídica Colombia podemos encontrar diversos autores 

que abordan tema de la calificación del estado de invalidez, ta les como Germán Isaza 

Cadavid, (2019) en su obra Derecho Laboral Aplicado, donde en algunas líneas y de forma 

dispersa  aborda el procedimiento que se ha de seguir al momento de realizar el respectivo 

trámite administrativo, pero sin  un abordaje detallo en cuanto al procedimiento; de igual 

manera se encuentra  a Gerardo Arenas Monsalve (2019) en su obra  El derecho colombiano 

de la seguridad social, en el cual profundiza un poco más respecto al tema, ya que realiza de 

forma más detalla  todo el procedimiento  a seguir  exponiendo el marco normativo que lo  

regula, pero lo cual realiza también de una manera muy general.  

Ahora bien, se debe tener en cuenta como ya se mencionó que este es un 

procedimiento principalmente en salud, técnico y científico, que, aunque tiene su fundamente 

jurídico principalmente en el artículo 142 del decreto 019 del 2012, el cual modifico el 

artículo 41 de la ley 100 de 1993, se rige principalmente por el decreto 1507 del 201 4, manual 

único de calificación y la reglamentación del sector trabajo decreto 1072 del 2015. 

Complementado lo anterior, por algunos pronunciamientos emitidos por la  Corte 

Constitucional, principalmente la sentencia C -120 de 2020, donde se abordó la competencia 

atribuida a las aseguradoras de poder realizar en primera instancia la calificación y algunos 

pronunciamientos de  Corte Suprema de Justicia Sala Laboral, en los cuales se encarga de 

clarificar el procedimiento a seguir, y  la sentencia  CSJ SL 3008 de 2022, donde se evalúa 

la competencia técnica que debe tener una entidad diferente a las Juntas, cuando se aporta  

como prueba esta calificación por parte de un perito con experticia dentro de un proceso 

judicial,  la cual dicha calificación puede ser realizada, según señala el parágrafo 3 e n su 

artículo 4 del Decreto 1352 del 2013.  
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METODOLOGÍA 

 

La presente investigación se desarrollará principalmente desde una metodología 

descriptivo analítica, donde se analizará la normativa existente en torno a la calificación 

y algunas reiteraciones de la Corte constitucional y la  Corte Suprema de Justicia Sala 

Laboral, con lo cual se podrá  comprender de forma clara el procedimiento a seguir en el 

momento que se deba realizar  dicha calificación  y cuáles son las principales barreras 

que encuentran las personas al momento de acudir a este procedimiento. 

 

La calificación de la perdida de la capacidad laboral y ocupacional en Colombia, 

breve recuento sobre su evolución normativa y regulación  

En Colombia las primeras prestaciones frente al estado de invalidez se empezaron a 

reconocer de forma explícita a partir de la promulgación de la ley 6ª de 1945, ya que en el 

artículo 12 de la misma se estipulaban las primeras indemnizaciones por accidentes de trabajo 

o por enfermedad laboral, definiendo, que se entendía por cada una de ellas y cuando había 

lugar a su reconocimiento y a cargo de quien recaía cada prestación. Este amparo prestacional 

de invalidez tuvo ampliación con la expedición de la ley 90 de 1946 por medio de la cual se  

estableció el seguro social obligatorio y se creó el Instituto Colombiano de Seguros Sociales, 

dándole de esta forma un soporte institucional a la seguridad social y radicándolo en cabeza 

de los empleadores.  

Pero no fue sino hasta el año de 1950 mediante el decreto 2663 por medio  del cual se 

expidió el Código Sustantivo del Trabajo y modificado por el decreto 3743  de 1950, donde 

se enuncio por primera vez el concepto de accidente de trabajo y la calificación de la pérdida 

de la capacidad laboral, implementando una tabla para evaluar el impacto de las 

incapacidades producto de un accidente laboral y enfermedades laborales, donde se 
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establecía una lista de afecciones a las cuales se les determinaba un porcentaje de incapacidad 

laboral dependiendo de la gravedad de la misma y en función a lo cual determinaba el monto 

a indemnizar.   

Posterior a ello mediante el decreto 3041 de 1966, y en el acuerdo 19 de 1983 definió 

en su artículo 5 que para que le asista el derecho al afiliado  a la pensión de invalidez  era 

necesario ser inválido de forma permanente o que se hubiera perdido la capacidad de 

procurarse mediante un trabajo una remuneración o que  colocaran a la  persona  en 

condiciones tales que requirieran el auxilio de otra persona para movilizarse o para realizarlas 

funciones esenciales de la vida de forma permanente acorde con lo establecido en los 

artículos  62 y  63 del Decreto Ley 433 de 1971; estableciendo para esta época que se tenía 

derecho  a la pensión de invalidez de origen laboral cuando la perdida de la  capacidad laboral 

fuera superior al 20%,  pero  sin que se dijera nada frente a la  de origen común, la cual por  

analogía se aplicó este mismo porcentaje.   

 A través del decreto 692 de 1995 se implementa inicialmente el Manual Único para 

la Calificación de la Invalidez, el cual fue posteriormente modificado por el decreto  917 de 

1999 y a su vez este fue derogado por el artículo 6 del decreto Nacional 1507 del 2014, que 

se encarga actualmente de establecer los criterios técnicos y científicos que se deben tener en 

cuenta dentro de la calificación de pérdida de capacidad laboral y ocupacional.  

Mediante el decreto 2463 de 2001 se reglamentó inicialmente el funcionamiento de 

las juntas de calificación de invalidez que estuvo vigente hasta la expedición del decreto 1352 

del 2013, siendo compilado posteriormente en el decreto 1072 de 2015; estas normas 

contemplan las especificaciones técnicas que deben cumplir los equipos técnicos 

interdisciplinarios calificadores,  el cual se encarga de reglamentar actualmente el 

funcionamiento de las juntas regionales y nacional de calificación de estado de invalidez.  

Calificación del estado de invalidez  

La calificación de la pérdida de capacidad laboral u ocupacional, es un procedim iento 

pericial en salud, técnico y científico, mediante el cual se determina la pérdida de la capacidad 

laboral u ocupacional de una persona, su porcentaje de invalidez, origen de sus afectaciones 
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y la fecha de  estructuración, como consecuencia de una enfermedad, un accidente o de 

ambas, regulado actualmente por el artículo 41 de la ley 100 de 1993, modificado por artículo 

52 de la ley 962 de 2005 y el artículo 142 del decreto 19 de 2012 el cual fue adicionado por 

el artículo 18 de la ley 1562 del 2012. Actualmente este procedimiento se encuentra sometido 

a las siguientes reglas:  

En primer término, se ha establecido que corresponde a los actores del sistema, 

determinar en calificación de primera oportunidad, el porcentaje de invalidez, el origen y su 

fecha de estructuración; entendiendo por actores del sistema a las entidades promotoras de 

salud -EPS-, fondos de pensiones, administradoras de riesgos laborales, y compañías de 

seguros que asumen los riesgos de invalidez y muerte.   

En segundo lugar, se ha determinado el contenido del dictamen  donde deberán 

indicarse los fundamentos de hecho y de derecho, bajo los cuales se fundamenta la decisión, 

y así como el termino  con el  que  cuenta el interesado  para recurrir a la junta re gional en 

caso de no estar de acuerdo con la decisión de la respectiva entidad, término que actualmente 

es de 10 días, y que empieza computarse desde el día siguiente de la notificación  de la  

respectiva decisión, donde se deberán plantear las inconformida des  con respecto a la 

decisión emitida por la entidad, pero sin que  deba cumplir rituales  especiales  o sin ser 

necesario hacer una sustentación en derecho. 

 Cuando la calificación de la incapacidad presente un porcentaje igual o mayor al 10 

% de los límites que califican la condición de invalidez, se acudirá obligatoriamente ante la 

Junta Regional de Calificación por cuenta de la misma entidad” tal como está en el artículo 

142 del decreto 019 de 2012. 

“Respecto del procedimiento requerido para calificar  el porcentaje de disminución de 

capacidad laboral, esta Corte ha indicado que el mismo debe agotarse a cabalidad para 

garantizar el respeto del debido proceso. Particularmente, la jurisprudencia constitucional ha 

extraído cuatro reglas de las normas que regulan la materia, las cuales permiten garantizar 

que se cumpla, de manera efectiva, dicho derecho constitucional fundamental: ” 

“(i)    En primer lugar, la Corte ha encontrado que la calificación deberá realizarse cuando 

las entidades competentes finalicen el tratamiento integral de la patología o cuando se 

compruebe la imposibilidad de rehabilitación. Esta regla tiene una excepción respecto de la 

solicitud elevada por una persona que requiera la calificación para acceder a beneficios cajas 

de compensación familiar, entidades promotoras de salud, administradoras del régimen 
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subsidiado o para acceder al subsidio del Fondo de Solidaridad Pensional y a los beneficios 

de la Ley 361 de 1997.”  

 

“(ii)     En segundo lugar, las normas referidas y la jurisprudencia i ndican que el concepto 

proferido debe ser integral y completo. Es decir que, las autoridades médico laborales deben 

elaborar el dictamen de conformidad con todos los aspectos médicos consignados en la 

historia clínica de la persona. Razón por la cual, los interesados deberán aportar todos los 

documentos que consideren deben ser evaluados para garantizar que sean valorados cada 

uno de los aspectos. 

 

De llegarse a presentar solicitudes incompletas, las autoridades médico laborales tienen la 

obligación de solicitar al interesado los documentos faltantes con el fin de garantizar que el 

dictamen emitido sea integral.” 

“(iii)   La tercera regla hace referencia a que, si bien el dictamen emitido no es un acto 

administrativo debe estar debidamente motivado y soportado en los fundamentos de hecho 

y de derechos relacionados con el caso. En ese caso, el Manual Único para la Calificación 

de la Invalidez establece el contenido del dictamen y los fundamentos básicos para 

determinar el porcentaje de pérdida de capacidad laboral, el origen de la patología y la fecha 

de estructuración. 

 

Respecto de esta última, se ha indicado que la misma hace referencia al momento preciso en 

el que la persona perdió su capacidad para desempeñar una labor u oficio. Sin embargo, 

tratándose de enfermedades congénitas, crónicas y/o degenerativas, el problema se presenta 

cuando la fecha de estructuración asignada por la autoridad médico laboral que la calificó no 

corresponde con el momento exacto en el que la persona no pudo seguir explotando su fuerza 

laboral o, en su defecto, cuando el ins tante asignado coincide con el día del nacimiento o uno 

cercano a este, omitiendo el hecho de que esa persona efectivamente laboró.  

Cuando la autoridad médico laboral profiere un dictamen en el que declara a una persona en 

situación de invalidez, determina el origen de la  misma y su fecha de estructuración, debe 

motivar de manera suficiente su decisión, puesto que se trata del resultado de la valoración 

integral que se haga de la historia clínica del interesado, así como de “ los aspectos 

funcionales, biológicos, psíquicos y sociales del ser humano”, por lo que tratándose de 

personas con enfermedad congénitas, crónicas y/o degenerativas, la evaluación deberá ser 

aún más juiciosa. 

El último parámetro, establece que dentro del procedimiento debe garantizarse e l derecho de 

defensa y contradicción del solicitante y/o interesado. De tal manera, que puedan presentar 

objeciones y controvertir aspectos relacionados con el dictamen (SU -588-2016).” 

 

Un tercer aspecto, en relación a la “calificación de primera oportunidad” es que se 

establece que en aquellos casos en los cuales se emite un concepto de rehabilitación 

favorable, es decir que exista la posibilidad que la persona se recupere plenamente, se 

suspenderá de forma temporal  este trámite de la calificación, y se pondrá en marcha un 
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proceso de rehabilitación, periodo durante el cual se realizaran el pago de incapacidades, 

correspondiéndole en un primer momento y hasta por un periodo de 180  días a la EPS entidad 

promotora de salud al que pertenezca el usuario; después de este primer periodo y hasta por  

un periodo adicional de 360 días el monto de las incapacidades las debe asumir el fondo del 

pensiones, transcurrido  estos dos periodos es decir 540  días, si  la persona en este tiempo no  

se ha recuperado plenamente pero existe un concepto de rehabilitación favorable emitido por 

el profesional de la salud  tratante, en el que se establezca que se requiere darle continuidad 

al tratamiento, en estos casos  el pago de las incapacidades medicas deberán ser asumidas de 

nuevo por la EPS, pero esta podrá hacer el recobro correspondiente a la Administradora   de 

los Recursos del Sistema General  de Seguridad Social en Salud (ADRES).  

Este concepto de rehabilitación deberá emitirse antes de los 120 días siguientes al 

inicio del periodo de incapacidad y enviarse a los fondos de pensiones antes de del día 150, 

en caso tal que la EPS, no cumpla esta obligación deberá asumir de sus propios recursos el 

pago del auxilio de las incapacidades que corresponda, después del día 180 hasta el momento 

que se emita le respectivo concepto.  

Figura 1:  Periodo de protección y pago de incapacidades  

Fuente: elaboración propia  

Un cuarto aspecto en cuanto a la calificación de primera oportunidad, es 

relacionado con la responsabilidad de los calificadores, el cual es común para los actores del 



10 

 

 

Revista IUS-Praxis | Universidad Libre seccional Socorro | ISSN: 2590 – 6720 | Enero – junio 2023 

sistema y a las juntas de calificación, quienes serán solidariamente responsables por los 

perjuicios que produzcan sus dictámenes con los afiliados del sistema  como lo define la ley 

1562 del 2012, art. 18, par 2, que adiciono el art. 41 de la Ley 100 de 1993” 

 Por último, se exige que las entidades encargadas de hacer la calificación de primera 

oportunidad lo deben hacer de acuerdo a  los principios rectores del Manual de calificación 

definido por el decreto 1507 del 2014.  

la jurisprudencia constitucional ha establecido que, el dictamen proferido por las 

calificadoras es un hecho médico que debe estar debidamente motivado y, en esa medida, 

debe corresponder a un análisis integral que se realice de la histo ria clínica y ocupacional, de 

los exámenes clínicos y de las ayudas diagnósticas que se requieran. En esa medida, la 

evaluación debe ceñirse estrictamente a los criterios establecidos en el Manual Único para la 

Calificación de la Invalidez, pues la finalidad de la valoración realizada es determinar el 

momento exacto en el que la persona perdió su capacidad para ejercer una labor u oficio (SU-

588-2016) 

 

Figura 2: Proceso técnico de calificación de primera oportunidad, del origen de la 

enfermedad.  
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Fuente:  

www.ramajudicial.gov.co/documents/10240/19345138/PROCEDIMIENTO+REPORTE+E.L+RAMA+JUDICIAL.pdf/b0e

70fa5-a568-44a8-af87-1d7f3f6aaaee 

 

Revisión de la calificación de primera oportunidad cuand o se interpone la 

inconformidad  

La ley brinda la posibilidad al afiliado que solicite una revisión de la calificación de 

la PCL que fue calificada por las entidades del sistema en aquellos casos en los que no están 

de acuerdo con el dictamen inicial; lo cual se enmarca expresamente en la ley 100 de 1993, 

artículo 41 inciso segundo donde estipula :  

 

En caso de que el interesado no esté de acuerdo con la calificación deberá manifestar su 

inconformidad dentro de los diez (10) días siguientes y la entidad deberá remitirlo a las Juntas 

Regionales de Calificación de Invalidez  del orden regional dentro de los cinco (5) días 

siguientes, cuya decisión será apelable ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, la 

cual decidirá en un término de cinco (5) días. Contra dichas decisiones proceden las acciones 

legales. 

 

En consecuencia, el afiliado o trabajador, si no está de acuerdo con la decisión tomada 

en la primera oportunidad, debe presentar su inconformidad a la misma entidad que calificó, 

para ello cuenta con 10 días hábiles, que rigen desde el día siguiente de su notificación  y esta  

revisión no la hace esta entidad, teniendo 5 días para remitir el expediente anexando la  

inconform idad presentada por el afiliado a la junta regional de calificación de invalidez, así 

lo reitero la Corte Suprema de Justicia en la sentencia SL 1063 – 2022, en los siguientes 

términos:  

 

(ii) las calificaciones de instancia: son aquellas que, respecto a las  inconformidades que los  

usuarios manifiesten en relación con aquella calificación de primera oportunidad y en los 

eventos en que ello es obligatorio, les corresponde realizar a las Juntas en primera y segunda 

instancia, respectivamente, a  fin de establecer la pérdida de capacidad laboral, el estado de 

invalidez y determinar su origen, conforme lo previsto en el inciso  4.º del artículo 52 de la 

Ley 965 de 2005. (SL 1063-2022). 
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Así mismo, al continuar en desacuerdo con la calificación emitida por la Junta 

Regional, el afiliado al sistema puede interponer de acuerdo a lo estipulado en el parágrafo 2 

del artículo 43 del decreto 1352 del 2013, copilado en el artículo 2.2.5.1.41 del decreto 1072 

del 2015, Recurso de Reposición y en forma subsidiaria el de Apelación  ante la Junta 

Regional de Calificación de Invalidez dentro de los 10 diez días siguientes a su respectiva 

notificación. La junta regional de calificación de invalidez resuelve el recurso de reposición 

dentro de los diez (10) días calendarios a su recepción y en caso de continuar el desacuerdo 

se trasladará el dictamen ante la Junta Nacional de Calificación de invalidez quien  resolverá 

el recurso de apelación en un término de cinco (5) días, contra las decisiones tomadas por la  

Junta Nacional de calificación proceden las acciones legales.  

Para interponer un recurso de apelación en el proceso de pérdida de capacidad laboral, 

basta con describir los hechos que conllevan a interponer las inconformidades de la 

calificación efectuadas por el equipo interdisciplinario de la junta regional.   

 

La Junta Nacional en cumplimiento de la Ley 962 de 2005, artículo 52, y los 

determinados en el Decreto 1352 de 2013, artículos 13, 43 y 44 donde limita la competencia  

al existir una jerarquía y por ende ser la última instancia, razón por la cual solo será materia 

de estudio los dictámenes y conceptos emitidos por las juntas regionales,  a los cuales el 

afiliado les interpuso el recurso de apelación.  Radicada la solicitud, se dispondrá de dos días 

hábiles siguientes para realizar el reparto del dictamen, entre las diferentes  salas.  

 

Recibida la solicitud por el médico encargado de presentar la respectiva ponencia , se 

requerirá al afiliado dentro de los 2 días hábiles y se llevara a cabo su valoración en un 

término de 10 días hábiles siguiente s; después de lo cual el médico tendrá 5 días hábiles para 

estudiar los documentos elaborar y radicara la ponencia; de ser necesario la realización de 

valoraciones por especialistas y  solicitud de nuevas pruebas estas se ordenarán y se fijaran el 

plazo para entregarlas. Quedando radicada la ponencia se deberá agendar una audiencia 

privada disponiendo de 5 días hábiles siguientes, en el cual se dará respuesta al recurso de  

apelación o inconformidades presentadas. 
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Para controvertir este dictamen proferido por el máximo órgano de calificación, al 

presentarse un desacuerdo entre las partes, podrán recurrir a través de acciones legales que 

por competencia serán conocidas por la jurisdicción laboral, siendo este el espacio para 

discutir las falencias u omisiones contenidas en los dictámenes pro feridos por la junta 

nacional, todo esto en concordancia con el artículo 41 de la ley 100 de 1993 y el artículo 

2.2.5.1.42 del decreto 1072 de 2015. 

 

Demanda ordinaria contra el dictamen de pérdida de capacidad laboral y de origen de 

enfermedad 

El dictamen emitido por la junta nacional, puede ser demandado  en la jurisdicción 

ordinaria dentro de un término de tres años,  como lo indica el artículo 41 de la ley 100 de 

1993, según lo establece la jurisprudencia de la Corte Constitucional, esta no constituye 

prueba solemne puesto que la pérdida de capacidad laboral y su origen se puede demostrar 

por otros medios, recientemente lo acaba de reiterar la Corte Suprema de Justicia mediante 

la sentencia SL 3008-2022, quien se pronunció en los siguientes términos;  

“Al respecto, se reitera que, si bien la Corte ha admitido la relevancia de los dictámenes que 

emiten las Juntas de Calificación al considerarlos conceptos técnicos y científicos elaborados 

por órganos autorizados en desarrollo de un trámite previamente establ ecido por el 

legislador, lo cierto es que también ha aclarado que los mismos no son prueba solemne, de 

modo que pueden controvertirse ante los jueces del trabajo, quienes tienen competencia para 

examinar los hechos que contextualizan la condición incapacit ante establecida por estas 

entidades (CSJ SL, 19 oct. 2006, rad. 29622, CSJ SL, 27 mar. 2007, rad. 27528, CSJ SL, 18 

sep. 2012, rad. 35450, CSJ SL, 30 abr. 2013, rad. 44653, CSJ SL16374 -2015, CSJ 

SL52802018, CSJ SL4571-2019 y CSJ SL1958-2021)”, (…) 

Tal disposición fue determinada por la norma en el artículo 4 parágrafo tercero 

decreto 1352 de 2013 y el artículo 142 del decreto 019 del 2012.  
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 Encontramos en la sentencia SL 1044-2019 donde se pronuncia la corte suprema de 

justicia, respecto de la acción le gal de la siguiente manera:  

Ciertamente, la Corte ha estimado que en la actualidad el estado de invalidez de un trabajador 

corresponde establecerse mediante la valoración científica de las juntas de Calificación, a 

través del procedimiento señalado en los  reglamentos dictados por el Gobierno Nacional. 

Pero la Sala de Casación Laboral no ha sostenido que los parámetros señalados en el dictamen 

de la Junta sean intocables (…)  

De ninguna manera ha considerado la  Corte  que los hechos relativos a las circunsta ncias de 

tiempo, modo y lugar sobre el hecho genitor de la minusvalía, tenidos en cuenta por uno de 

tales entes, o por ambos si se agotan las dos instancias, sean materia incontrovertible ante la 

jurisdicción del trabajo (…)  

Reitera la Corte, entonces, su criterio ya decantado de que los jueces del trabajo y de la 

seguridad social sí tienen plena competencia y aptitud para examinar los hechos realmente 

demostrados que contextualizan la invalidez establecida por las juntas, a fin de resolver las 

controversias que los interesados formulen al respecto. Ello, por supuesto, no llega hasta 

reconocerle potestad al juez de dictaminar en forma definitiva, sin el apoyo de los 

conocedores de la materia, si el trabajador está realmente incapacitado o no y cuál es la 

etiología de su mal, como tampoco cuál es el grado de la invalidez, ni la distribución 

porcentual de las discapacidades y minusvalías. (SL 1044-2019) 

En el mismo sentido en sentencia SL 2349 del 2021 señalo que:  

las partes pueden discutir el contenido de los  dictámenes que emiten las juntas de calificación 

de invalidez ante la jurisdicción ordinaria laboral; incluso, en el curso del proceso, el juez 

puede como en este caso, ordenar una nueva valoración para decidir conforme a la sana 

crítica, en relación con la pretensión que se reclama. Y en ese contexto, tal dictamen no tiene 

que ser necesariamente emitido por la Junta Regional o Nacional de Calificación de 

Invalidez, sino que puede serlo por otro ente especializado en el asunto objeto de valoración. 

(SL 2349 del 2021). 

 

Es necesario enunciar que estos dictámenes proferidos por la junta nacional, pueden 

ser demandados ante la justicia ordinaria, y no ante la justicia administrativa . Los recursos 

establecidos en este proceso pueden ser usados por el afiliado y las entidades de la seguridad 

social que adelantan las calificaciones, así mismo, cuando la entidad no esté de acuerdo con 

las decisiones tomadas en las diferentes etapas, puede interponer los mism os recursos que el 

afiliado.  

 



15 

 

 

Revista IUS-Praxis | Universidad Libre seccional Socorro | ISSN: 2590 – 6720 | Enero – junio 2023 

En la reciente sentencia SL 3008 – 2022, la corte suprema de justicia expresa:  

 

“Al respecto, se reitera que, si bien la Corte ha admitido la relevancia de los dictámenes que 

emiten las Juntas de Calificación al considerarlos conceptos técnicos y científicos elaborados 

por órganos autorizados en desarrollo de un trámite previamente establecido por el 

legislador, lo cierto es que también ha aclarado que los mismos no son prueba solemne, de 

modo que pueden controvertirse ante los jueces del trabajo, quienes tienen competencia para 

examinar los hechos que contextualizan la condición incapacitante establecida por estas 

entidades” (CSJ SL, 19 oct. 2006, rad. 29622, CSJ SL, 27 mar. 2007, rad. 27528, CSJ SL, 

18 sep. 2012, rad. 35450, CSJ SL, 30 abr. 2013, rad. 44653, CSJ SL16374 -2015, CSJ 

SL52802018, CSJ SL4571-2019 y CSJ SL1958-2021), (…)  

 

“Asimismo, la Sala ha explicado que el análisis de la condición de invalidez de una persona 

está sometida a la valoración del juez bajo los principios de libre formación del 

convencimiento y apreciación crítica y conjunta de la prueba, previstos en los artículos 60 y 

61 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (CSJ SL, 18 mar. 2009, rad. 

31062, CSJ SL5601-2019 y CSJ SL4346-2020)” (… ) 

 

“De hecho, el artículo 44 del Decreto 1352 de 2013 cons agró: «las controversias que se 

susciten en relación con los dictámenes emitidos por las juntas de calificación de invalidez 

serán dirimidas por la Justicia Laboral Ordinaria de conformidad con lo previsto en el 

Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, mediante demanda promovida contra 

el dictamen de la junta correspondiente .” (…) 

 

“Al respecto, vale destacar que en numerosas oportunidades la Corte ha precisado que la  

existencia de una experticia emitida por alguna de las entidades competentes en el 

procedimiento de determinación de invalidez en el sistema de seguridad social no es 

vinculante ni ata al juez al momento de resolver en sede jurisdiccional las controversias que 

se susciten respecto al mismo (CSJ SL4571-2019 y CSJ SL1958-2021)” (…) 

 

Ello, “porque los jueces laborales tienen plena autonomía y libertad de valoración de las 

pruebas científicas, facultad que les permite formar libremente el convencimiento de los 

supuestos de hecho debatidos en juicio, en los términos de los citados artículos 60 y 61 del 

Estatuto Procesal del Trabajo, de modo que no constituye una transgresión del orden jurídico 
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la selección razonable de una prueba científica diferente a los dictámenes que emiten las 

Juntas Regionales o Nacional de Calificación, que también evalúe la invalidez de la persona 

afiliada con apego a los lineamientos legales” (CSJ SL1958-2021) (…). 

 

Fecha de estructuración del estado de invalidez:  

La fecha de estructuración se tiene como el momento en el cual la persona ha perdido 

parte de sus capacidades par a seguir laborando, la cual por regla general se encarga de ser 

definida por la entidad encargada de realizar el proceso de calificación de origen y perdida 

de la capacidad laboral. La normativa actual define la fecha de estructuración del estado de 

invalidez en el artículo 3 del decreto 1507 del 2014 como:  

 

la fecha en que una persona pierde un grado o porcentaje de su capacidad laboral u 

ocupacional, de cualquier origen, como consecuencia de una enfermedad o accidente, y que 

se determina con base en la evolución de las secuelas que han dejado estos. Para el estado de 

invalidez, esta fecha debe ser determinada en el m omento en el que la  persona evaluada 

alcanza el cincuenta por ciento (50%) de pérdida de la capacidad laboral u ocupaciona l. 

(artículo 3 del decreto 1507 del 2015)   

 

Es así como de acuerdo a lo anterior la fecha de estructuración, no necesariamente debe 

coincidir con el momento en el cual se le diagnostica una condición médica la persona.  

Postura mantenida por la sala laboral de la corte suprema de justicia en sentencia SL  4178 de 

2020 ha dicho que:   

 

“Se entiende como la fecha en que una persona pierde un grado o porcentaje de su capacidad 

laboral u ocupacional, de cualquier origen, como consecuencia de una enfermedad o 

accidente, y que se determina con base en la evolución de las secuelas que han dejado estos ”. 

Para el estado de invalidez, esta fecha debe ser determinada en el momento en el que la 

persona evaluada alcanza el cincuenta por ciento (50%) de pérdida de la capacidad laboral u 

ocupacional. Esta fecha debe soportarse en la historia clínica, los exámenes clínicos y de 

ayuda diagnóstica y puede ser anterior o corresponder a la fecha de la declaratoria de la 

pérdida de la capacidad laboral. Para aquellos casos en los cuales no exista historia clínica, 

se debe apoyar en la historia natural de la enfermedad. En todo caso, esta fecha debe estar 

argumentada por el calificador y consignada en la calificación. Además, no puede estar sujeta 

a que el solicitante haya estado laborando y cotizando al Sistema de Seguridad Social Integral. 
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Ahora bien, para determinar la fecha de la estructuración, se debe tener en cuenta la historia  

clínica, de la persona, los exámenes clínicos, los exámenes diagnósticos; y en aquellas 

situaciones donde no existe historia clínica, la jurisprudencia ha establecido que esta se 

determina por la evolución que ha traído la enfermedad. Establecer fecha de estructuración, 

es de suma importancia, para poder determinar las prestaciones sociales, asistenciales y 

económicas a las que tiene derecho la personas.  

Tabla 1: prestaciones asistenciales de acuerdo a la de pérdida de capacidad laboral 

% Pérdida de la capacidad 

laboral u ocupacional  

Definición de prestaciones asistenciales y/o económ icas de acuerdo 

porcentaje en firme para accidente laboral o enfermedad laboral 

0% Sin secuelas del evento por lo que no requiere más prestaciones 

asistenciales. No genera pago de indemnización  

Del 0,1 % al 4.99% Otorga prestaciones asistenciales. No genera pago de indemnización. 

Del 5% al 49.99% Otorga prestaciones asistenciales y pago de incapacidad permanente 

parcial, según el porcentaje y salario del afectado 

Superior al 50% o más Prestaciones asistenciales y pago de pensión de invalidez 

Fuente: elaboración propia  

 

Calificación de pérdida de capacidad laboral ocupacional como derecho exigible  

La jurisprudencia de la Corte Constitucional de Colombia   ha sido constante y 

uniforme en indicar que la calificación del origen y la perdida de la capacidad laboral es un 

derecho con él que cuenta todos los afiliados al Sistema General de Seguridad Socia l, con la 

finalidad de establecer si pueden acceder a la prestaciones económicas o asistenciales, según 

lo dispuesto en el artículo 142 del Decreto Ley 019 de 2012; de tal forma que:  

La Corte de forma sistemática ha sostenido que la calificación de pérdid a de 

capacidad laboral es un derecho que tienen todos los afiliados al Sistema General de 

Seguridad Social, sin distinción alguna, pues es el medio para acceder a la garantía 
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de otros derechos como la salud, el mínimo vital y la seguridad social, en tanto 

permite establecer si una persona tiene derecho a las prestaciones asistenciales o 

económicas que se consagran en el ordenamiento jurídico, por haber sufrido una 

enfermedad o accidente 

En concreto, en la Sentencia T-038 de 2014, se advirtió que tal evaluación [la  

calificación de pérdida de capacidad laboral] permite determinar si la persona tiene 

derecho al reconocimiento pensional que asegure su sustento económico, dado el 

deterioro de su estado de su salud y, por tanto, de su capacidad para realizar una 

actividad laboral que le permita acceder a un sustento. Adicional a ello, la evaluación 

permite, desde el punto de vista médico [,] especificar las causas que la originan la  

disminución de la capacidad laboral.” Atendiendo a la importancia del derecho que 

tienen las personas dentro del Sistema de Seguridad Social de recibir una calificación 

de su pérdida de capacidad laboral y la incidencia de ésta para lograr la obtención de 

prestaciones económ icas y asistenciales, de las cuales dependan los derechos 

fundamentales a la seguridad social o al mínimo vital, se considera que todo acto 

dirigido a dilatar o negar injustificadamente su realización, es contrario a la  

Constitución y al deber de protección de las garantías iusfundamentales en que ella 

se funda. 

 En conclusión, se tiene que el Sistema de Seguridad en Pensiones protege la  

contingencia de la invalidez originada por un riesgo común, a través del 

reconocimiento y pago de una prestación pensional en favor de aquellos trabajadores 

que, como consecuencia de un accidente o enfermedad no provocada, y de origen no 

laboral, ven afectada su capacidad laboral, y con ello la posibilidad de continuar 

procurando su auto sostenimiento.  

 Para tal efecto, el legislador ha estructurado un trámite destinado a establece r el 

estado de invalidez que, en plena garantía del derecho constitucional al debido 

proceso, permite resolver, de manera definitiva, el porcentaje global de pérdida de 

capacidad laboral, el origen de dicha contingencia y la fecha de su estructuración, 

dictamen que se convierte en el soporte de los derechos al mínimo vital, a la vida 

digna y a la seguridad social en los términos ya expuestos” (sentencia T -427 de 2018) 

Con lo cual, se tiene que la calificación de la pérdida de la capacidad laboral es 

un derecho que le asiste a los afiliados del sistema sin importar su régimen, con el fin de 

garantizar los derechos a la seguridad social, a la vida digna y al mínimo vital; pudiendo 

recurrir a la acción de tutela de ser necesario para hacerlo exigible.  

Valoración integral 

La calificación de la perdida de la capacidad labora l, según se tiene establecido por 

la jurisprudencia y la doctrina nacional se debe realizar desde una perspectiva integral, lo que 

significa, que la valoración no solo se debe abordar desde lo biológico, sino desde un abordaje 
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interdisciplinario, con participación de profesionales de diferentes áreas, tanto medicas como 

no médicas; frente a lo cual, la Defensoría del Pueblo de Colombia ha dicho que:  

La valoración de la pérdida de capacidad laboral y ocupacional se debe hacer sin 

importar si las contingencias son de origen común o laboral, debiendo el calificador 

establecer un solo origen, el grado de disminución de capacidad laboral y la fecha de 

estructuración de la invalidez para efecto de acceder, si se dan los requisitos, a la 

pensión de invalidez.  

El tema de la calificación integral se debe ver desde la perspectiva de los derechos 

tanto de la dignidad como de la igualdad, por cuanto las contingencias y secuelas 

concurrentes afectan es a una persona sin importar su origen.  

La figura de la calificación integral es relativamente nueva, la expresión no aparece 

consagrada en la Ley 100 de 1993. En el Decreto 1295 de 1994, en el artículo 34, se 

establecía que, para la calificación en el caso de accidente de trabajo o enfermedad 

laboral, las patologías anteriores no son causa para aumentar el grado de incapacidad 

ni el pago de prestaciones que correspondan al trabajador. Por su parte, el Decreto 

692 de 1995 hacía referencia, vagamente, a la calificación integral, así como en el 

Decreto 917 de 199 (Defensoría del Pueblo, 2016. p 61) 

En sim ilar sentido la Corte Constitucional de Colombia en sentencia T - 341 de 2013 se refiero 

a la calificación integral:   

“Es pertinente mencionar que, según lo manifestado por este tribunal, la calificación de la  

pérdida de capacidad laboral debe atender las condiciones específicas de la persona, apreciadas 

en su conjunto, sin que sea posible establecer diferencias en razón al origen, profesional o común, 

de los factores de incapacidad. En ese mismo sentido, esta valoración puede ten er lugar no solo 

como consecuencia directa de una enfermedad o accidente de trabajo, claramente identificado, 

sino, también, de patologías que resulten de la evolución posterior de esta enfermedad o 

accidente, o, a su vez, por una situación de salud distin ta que puede tener un origen común” 

“Asimismo, puede ocurrir que en un primer momento la afectación padecida, ya sea producida 

por un accidente o enfermedad específica, no genere incapacidad alguna. Sin embargo, con el 

transcurso del tiempo, se pueden presentar secuelas que tornan más grave la situación de salud 

de la persona, lo que podría dar lugar a la valoración de su pérdida de capacidad laboral, con el 

fin de establecer, precisamente, las verdaderas causas que originaron la disminución de su 

capacidad de trabajo y el eventual estado de invalidez.” (T -341-2013). 

Criterios técnicos de ponderación para calificación de la perdida de la capacidad 

laboral u ocupacional 
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Al momento de iniciar el proceso de calificación de origen y perdida de la capacidad 

laboral, los diferentes profesionales, que hacen parte de grupo interdisciplinario encargados 

de rendir el respectivo dictamen previa valoración del interesado, deberán seguir los criterios 

que se encuentran establecidos en el decreto 1507 de 2014. 

Este Decreto se encuentra conformado por dos títulos, el primer título se encuentra 

distribuido en 15 capítulos y califica las deficiencias y el título II, califica la valoración del 

rol laboral, rol ocupacional y otras áreas ocupacionales. 

Ahora bien, el manual contempla principios como el de la integralidad, que 

corresponde a un modelo de la ocupación humana, donde describe al espécimen humano en 

diversos componentes: capacidad de ejecución, voluntad y adaptabilidad, contando con 

componentes biológicos, sociales y psíquicos, que permiten definir la forma como interactúa  

con su ambiente.  

La jurisprudencia desarrollo la valoración y calificación integral la cual es aplicable 

cuando el afiliado presenta afectaciones de diferente origen, pronunciamiento efectuado por  

la Corte Constitucional mediante la sentencia C 425 de 2005. 

La calificación se asigna desde el 0% hasta el 100%, el 50% corresponde al título I y el otro 

50% corresponde al título II. 

Tabla 3: porcentajes máximos perdida capacidad laboral 

Porcentajes máximos asignados en la pérdida de la capacidad laboral.  

Deficiencia 50% 

Rol laboral 25% 

Autosuficiencia económica  2,5% 

Edad cronológica 2,5% 

Otras áreas ocupacionales 20% 

Fuente: elaboración propia 

La deficiencia es define por decreto 1507 de 2014 como; alteración a las funciones 

fisiológicas o en las estructuras corporales de una persona, puede consistir en una pérdida, 

defecto anomalía o cualquier desviación significativa respecto a la norma estadística 
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establecida; el rol laboral se define como, la capacidad de ejecutar actividades en una labor 

determinada, las cuales pueden ser físicas o cognitivas.  

Por otro lado, la autosuficiencia económica, se mira desde la repercusión directa que 

puede o el impacto negativo que genera en la persona, una determinada deficiencia; lo cual 

afecta el mínimo vital. En cuanto a la edad, está definida como el tiempo transcurrido desde 

su nacimiento.  

 Por último, frente a otras áreas ocupacionales, hace referencia a referencia a las 

diferentes áreas de ocupación que la persona puede llegar a desempeñar, tales como; 

actividades recreativas, de educación, juegos, movilidad, vida doméstica etc.  

Es así, que teniendo en cuenta la suma de los anteriores porcentajes que se les pueda llegar a 

asignar los anteriores criterios, las entidades delegadas para establecer la pérdida de 

capacidad laboral determinan el nivel de afectación que ha sufrido el afiliado al sistema, y 

con ello determinar si tiene derecho a una prestación económica cuando sus afectaciones son 

de origen laboral, o accederá a la pensión por invalidez . 

 

Conclusiones 

A modo de conclusión se puede definir, que el Sistema Integral de Seguridad Social 

en Colombia, goza de una gran complejidad, lo cual conlleva a que actualmente, exista  un 

gran desconocimiento en cuanto a la normativa aplicable, generando ello gran confusión 

entre los usuarios del sistema, esto en gran medida a la desarticulación normativa existente, 

provocando ello que los diferentes actores que participan en el proceso de calificación de 

origen y perdida de la capacidad laboral u ocupacional, no cuenten con una ruta 

completamente clara y definida, para llevar acabo de forma eficiente el proceso de 

calificación; lo cual genera incertidum bre tanto  en los afiliados como e n las entidades 

calificadoras.  
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Adicional a lo anterior,  se puede evidenciar que existe un vacío legal en cuanto a los 

término concedidos  a los actores que intervienen el proceso de calificación,  ya que la 

normatividad, existente solo ha establecido  uno términos perentorios  para  el solicitante en 

el sentido de la interposición de  los  recursos, mas no para  la entidad encargada de realizar 

el proceso  ya  para resolver los recursos contando con unos  términos  indefinidos casi  que 

indefinidos, incurriendo en violaciones a los derechos de los recurrentes.  

 

De tal forma, se evidencia que el procedimiento de la calificación del origen y la pérdida en 

la legislación de Colombia, cuenta con un gran nivel de complejidad, lo cual hace, que toda 

aquella persona que inicie dicho proceso, se vea casi que, obligado, a recurrir la a la asesoría 

de personal especializado en dichos temas, ya que en un gran número de ocasiones deben 

recurrir al inicio de acciones judiciales, lo cual conlleva, a que este trámite se alargue por 

años. 
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